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-CAPITULO VII- 

 

INSTRUMENTOS NORMATIVOS SOBRE ETICA JUDICIAL 
 
 

  

I.- ESTATUTO UNIVERSAL DEL JUEZ (1999)1  
 
Unión Internacional de Magistrados 
 
 
Preámbulo 
 
En la elaboración preliminar de este Estatuto han colaborado jueces de diversos 
países del mundo. El presente Estatuto es el resultado de su trabajo y ha sido 
consensuado por los miembros de las asociaciones integradas en la Asociación 
Internacional de Magistrados y representa las normas generales mínimas. 
El texto del Estatuto fue aprobado por unanimidad de los presentes en la reunión 
del Consejo Central de la Unión Internacional de Magistrados en Taipei (Taiwan) el 
17 de noviembre de 1999. 
 
 
Art.1 Independencia 
 
En el conjunto de sus actividades, los jueces deben garantizar los derechos de toda 
persona a un proceso justo. Deben poner en marcha todos los medios de que 
dispongan para permitir que los asuntos sean vistos en audiencia pública en un 
plazo razonable, ante un tribunal independiente e imparcial establecido por la ley, 
a fin de determinar los derechos y obligaciones en materia civil o la realidad de los 
cargos en materia penal. 
La independencia del juez resulta indispensable para el ejercicio de una justicia 
imparcial en el respeto de la ley. La independencia es indivisible. Todas las 
instituciones y autoridades, nacionales o internacionales, deberán respetar, 
proteger y defender esta independencia. 
 
 
Art.2 Estatuto 
 
La independencia del juez debe estar garantizada por una ley específica, que le 
asegure una independencia real y efectiva con respecto a los demás poderes del 

 

                       
1
 Fuente: http://www.iaj-uim.org/ESP/07.html 

 



 2 

Estado. El juez, como depositario de la autoridad judicial, deberá poder ejercer sus 
funciones con total independencia respecto a todas las fuerzas sociales, económicas 
y políticas, e independientemente de los demás jueces y de la administración de 
justicia. 
 
 
Art.3 Sumisión a la ley 
 
En el ejercicio de su actividad profesional, el juez no debe estar sometido mas que a 
la ley y no puede decidir mas que con respecto a esta. 
 
 
Art.4 Autonomía personal 
 
Nadie debe dar o intentar dar órdenes o instrucciones de cualquier tipo al juez. 
Esta prohibición no se aplica a las instancias superiores cuando tienen competencia 
para reformar las decisiones del juez inferior. 
 
 
Art.5 Imparcialidad y deber de reserva 
 
El juez debe ser y aparecer imparcial en el ejercicio de su actividad jurisdiccional. 
Debe cumplir sus deberes con moderación y dignidad respecto de su función y de 
cualquier persona afectada. 
 
 
Art.6 Eficacia 
 
El juez debe cumplir sus obligaciones profesionales en un plazo razonable y poner 
en marcha todos los medios necesarios que tiendan a la mayor eficacia. 
 
 
Art.7 Actividades anexas 
 
El juez no puede dedicarse a ninguna otra función pública o privada, remunerada o 
no, que no sea plenamente compatible con sus deberes y su estatuto. 
El juez no podrá ser nombrado para el ejercicio de funciones ajenas al ejercicio 
judicial sin su previo acuerdo. 
 
 
Art.8 Protección del estatuto de la función 
 
El juez no puede ser desplazado, suspendido o destituido de sus funciones mas que 
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en los casos previstos por la ley y con respeto del procedimiento disciplinario. 
El juez es nombrado sin limitación de tiempo o por un periodo limitado en 
condiciones determinadas, a reserva de que ello no comprometa la independencia 
de la justicia. 
Cualquier cambio referente a la edad de jubilación no podrá tener efecto 
retroactivo. 
 
 
Art.9 Nombramiento 
 
El ingreso en la carrera y cada uno de los nombramientos del juez deben hacerse 
según criterios objetivos y transparentes fundados en su capacidad profesional. 
Cuando esto no esté ya asegurado por otras vías como consecuencia de una 
tradición establecida y probada, la elección debe estar asegurada por un órgano 
independiente integrado por una parte sustantiva y representativa de jueces. 
 
 
Art.10 Responsabilidad civil y penal 
 
Tanto la acción civil dirigida contra un juez, cuando sea admitida, como la acción 
penal, y en su caso la detención, deberán ser ejercidas en condiciones que no 
puedan tener como objetivo ninguna influencia sobre su actividad jurisdiccional. 
 
 
Art.11 Administración y principios en materia de disciplina 
 
La gestión administrativa y disciplinaria de los miembros del poder judicial debe 
ejercerse en condiciones que permitan preservar su independencia, y se 
fundamenta sobre la puesta en práctica de criterios objetivos y adaptados. 
Cuando esto no está suficientemente asegurado por otras vías resultantes de una 
probada tradición, la administración judicial y la acción disciplinaria deben ser 
competencia de un órgano independiente integrado por una parte sustancial y 
representativa de jueces. 
Las sanciones disciplinarias frente a los jueces no pueden adoptarse mas que por 
motivos inicialmente previstos por la ley, y observando reglas de procedimiento 
predeterminadas. 
 
 
Art.12 Asociaciones 
 
El derecho de asociación profesional del juez debe ser reconocido, para permitir a 
los jueces ser consultados fundamentalmente sobre la determinación de sus normas 
estatutarias, éticas u otras, los recursos de la justicia, y para permitir asegurar la 
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defensa de sus intereses legítimos. 
 
 
Art.13 Remuneración y jubilación 
 
El juez debe recibir una remuneración que sea suficiente para asegurar su 
independencia económica. 
La remuneración no debe depender del resultado de la actividad del juez y no debe 
ser reducida mientras preste servicio profesional. 
El juez tiene derecho a jubilarse y percibir una pensión que se corresponda con su 
nivel de responsabilidad. 
Después de la jubilación, no se le puede prohibir el ejercicio de otra actividad 
profesional jurídica por el solo hecho de su previa actividad judicial. 
 
 
Art.14 Medios materiales 
 
Corresponde a otros poderes públicos del Estado proporcionar al poder judicial los 
recursos necesarios para su actuación. 
El poder judicial debe poder participar o poder ser oído en lo que respecta a las 
decisiones relativas a los medios materiales. 
 
 
Art.15 El Ministerio Público 
En los países en que los miembros del Ministerio Público están asimilados a los 
jueces, los anteriores principios les son aplicables, en consideración a la naturaleza 
de su función. 
Noviembre de 1999 
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III.- ESTATUTO DEL JUEZ IBEROAMERICANO (2001)2 
 
CANARIAS 2001, DOCUMENTO EDITADO POR EL CONSEJO GENERAL DEL 
PODER JUDICIAL ESPAÑOL. 
 
LA VI CUMBRE IBEROAMERICANA DE PRESIDENTES DE CORTES SUPREMAS 
Y TRIBUNALES SUPREMOS DE JUSTICIA, celebrada en Santa Cruz de Tenerife, 
Canarias, España, los días 23, 24 y 25 de mayo de 2001. 
 
TOMANDO EN CUENTA que la evolución de nuestras sociedades ha llevado a un 
mayor protagonismo del juez, lo cual exige que el Poder Judicial responda a la 
demanda de apertura y sensibilidad en relación con las necesidades expresadas por 
diversos sectores y agentes sociales y adapte sus tradicionales métodos de trabajo y 
actitudes a esas nuevas necesidades.  
 
CONSIDERANDO que el Poder Judicial debe evolucionar hacia la consecución o 
consolidación de su independencia, no como privilegio de los jueces, sino como 
derecho de los ciudadanos y garantía del correcto funcionamiento del Estado 
constitucional y democrático de Derecho que asegure una justicia accesible, eficiente 
y previsible. 
 
CONSIDERANDO, además, que, a la par de los esfuerzos que se realizan en lo que se 
ha denominado "Reforma Judicial", con la diversidad que en el ámbito 
iberoamericano se observa, es indispensable dar respuesta a la exigencia de nuestros 
pueblos de poner la justicia en manos de jueces de clara idoneidad técnica, 
profesional y ética, de quienes depende, en último término, la calidad de la justicia. 
 
CONVENCIDA de que para el mejor desempeño de la función jurisdiccional, y junto 
a las disposiciones constitucionales y legales de cada uno de los Estados que 
componen la comunidad iberoamericana, es necesario que los jueces, 
independientemente de su orden jerárquico, dispongan de un instrumento que 
condense, lo más precisamente posible, los derechos, deberes, condiciones y 
requisitos que han de acompañarlos y orientarlos en el ejercicio de sus delicadas 
tareas. 
 
DESEANDO, por último, ofrecer un referente que identifique los valores, principios, 
instituciones, procesos y recursos mínimos necesarios para garantizar que la función 
jurisdiccional se desarrolle en forma independiente, defina el papel del juez en el 

                       
2
 Fuente: Poder Judicial de la Federación – Suprema Corte de 

Justicia de la Nación y Consejo de la Judicatura Federal: Hacia 

un Código de Ética para el Poder Judicial de la Federación, 

México 2003. 
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contexto de una sociedad democrática y estimule los esfuerzos que en ese sentido 
desarrollan los Poderes Judiciales de la región. 
  
Aprueba y promulga el siguiente 
 
 
ESTATUTO DEL JUEZ IBEROAMERICANO 
 
INDEPENDENCIA 
 
Artículo 1. Principio general de independencia 
 
Como garantía para los justiciables, los Jueces son independientes en el ejercicio de 
sus funciones jurisdiccionales y se encuentran tan sólo sometidos a la Constitución y 
a la ley, con estricto respeto al principio de jerarquía normativa. 
 
Artículo 2. Obligación de respeto a la independencia judicial 
 
Los otros poderes del Estado y, en general, todas las autoridades, instituciones y 
organismos nacionales o internacionales, así como los diferentes grupos y 
organizaciones sociales, económicos y políticos, deben respetar y hacer efectiva la 
independencia de la judicatura. 
 
Artículo 3. Independencia judicial y medios de comunicación 
 
La utilización de los medios de comunicación social con el objeto de suplantar 
funciones jurisdiccionales, imponer o influir el contenido de las resoluciones 
judiciales, en condiciones que excedan el legítimo derecho a la libertad de expresión e 
información, se considera lesiva para la independencia judicial. 
 
Artículo 4. Independencia interna 
 
En el ejercicio de la jurisdicción, los jueces no se encuentran sometidos a autoridades 
judiciales superiores, sin perjuicio de la facultad de éstas de revisar las decisiones 
jurisdiccionales a través de los recursos legalmente establecidos, y de la fuerza que 
cada ordenamiento nacional atribuya a la jurisprudencia a los precedentes emanados 
de las Cortes Suprema y Tribunales Supremos. 
 
Artículo 5. Defensa de la independencia judicial 
 
Los atentados a la independencia judicial han de ser sancionados por ley, que deberá 
prever los mecanismos por medio de los cuales los jueces inquietados o perturbados 
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en su independencia puedan obtener el respaldo de los órganos superiores o de 
gobierno del Poder Judicial. 
 
Artículo 6. Condiciones materiales de la independencia 
 
El Estado garantizará la independencia económica del Poder Judicial, mediante la 
asignación del presupuesto adecuado para cubrir sus necesidades y a través del 
desembolso oportuno de las partidas presupuestarias. 
 
 
IMPARCIALIDAD 
 
Artículo 7. Principio de imparcialidad 
 
La imparcialidad del juez es condición indispensable para el ejercicio de la función 
jurisdiccional. 
 
Artículo 8. Imparcialidad objetiva 
 
La imparcialidad del juez ha de ser real, efectiva y evidente para la ciudadanía. 
 
Artículo 9. Abstención y recusación 
 
Los jueces tienen la obligación de separarse de la tramitación y conocimiento de 
asuntos en los que tengan alguna relación previa con el objeto del proceso, partes o 
interesados en el mismo, en los términos previstos en la ley. 
 
Las abstenciones sin fundamento y las recusaciones infundadas aceptadas por el juez, 
deben ser sancionadas de conformidad con lo que disponga la ley. 
 
Artículo 10. Incompatibilidades 
 
El ejercicio de la función jurisdiccional es incompatible con otras actividades, a 
excepción de aquéllas admitidas por la ley. 
 
 
SELECCIÓN DEL JUEZ, CARRERA JUDICIAL E INAMOVILIDAD 
 
Artículo 11. Órgano y procedimiento de selección de los jueces 
 
Los procesos de selección y nombramiento deben realizarse por medio de órganos 
predeterminados por la ley, que apliquen procedimientos también predeterminados 
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y públicos, que valoren objetivamente los conocimientos y méritos profesionales de 
los aspirantes. 
 
Artículo 12. Objetividad en la selección de jueces 
 
Los mecanismos de selección deberán adaptarse a las necesidades de cada país y 
estarán orientados, en todo caso, a la determinación objetiva de la idoneidad de los 
aspirantes. 
 
Artículo 13. Principio de no discriminación en la selección de jueces 
 
En la selección de los jueces, no se hará discriminación alguna por motivo de raza, 
sexo, religión, ideología, origen social, posición económica u otro que vulnere el 
derecho a la igualdad que ampara a los aspirantes. El requisito de nacionalidad del 
país de que se trate no se considerará discriminatorio. 
 
Artículo 14. Principio de inamovilidad 
 
Como garantía de su independencia, los jueces deben ser inamovibles desde el 
momento en que adquieren tal categoría e ingresan a la Carrera Judicial, en los 
términos que la Constitución establezca. 
 
No obstante, podrán ser suspendidos o separados de sus cargos por incapacidad 
física o mental, evaluación negativa de su desempeño profesional en los casos en que 
la ley lo establezca, o destitución o separación del cargo declarada en caso de 
responsabilidad penal o disciplinaria, por los órganos legalmente establecidos, 
mediante procedimientos que garanticen el respeto del debido proceso y, en 
particular, el de los derechos de audiencia, defensa, contradicción y recursos legales 
que correspondan. 
 
Artículo 15. Nombramiento a término de los jueces. 
 
Con conocimiento de que algunos países admiten el nombramiento a término de 
jueces, se aspira a que esta situación se modifique para alcanzar la garantía de 
inamovilidad en los términos del artículo anterior. 
 
Artículo 16. Inamovilidad interna 
 
La garantía de inamovilidad del juez se extiende a los traslados, promociones y 
ascensos, que exigen el libre consentimiento del interesado.  
 
Excepcionalmente, podrá establecerse en la ley la posibilidad del ascenso o traslado 
del juez por necesidades del servicio o modificación de la organización judicial o el 
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destino temporal de aquél, por iguales motivos, para reforzar otro órgano 
jurisdiccional. En casos como estos, en que prevalece el interés general sobre el 
particular, deberá garantizarse el respeto del debido proceso. 
 
Artículo 17. Objetividad en la conformación de la carrera judicial 
 
Los traslados, promociones y ascensos de los jueces se decidirán con criterios 
objetivos predeterminados en la ley, basados, fundamentalmente, en la experiencia y 
capacidad profesionales de los solicitantes. 
 
Artículo 18. Inamovilidad "Ad Hoc" 
 
La inamovilidad del juez garantiza también, como principio general y salvo aquellos 
casos expresamente previstos en la Ley que no podrá ser apartado del conocimiento 
de los asuntos que le estén encomendados. 
 
 
RESPONSABILIDAD, INSPECCIÓN Y EVALUACIÓN DEL JUEZ 
 
Artículo 19. Principio de legalidad en la responsabilidad del juez 
 
Los jueces responderán penal, civil y disciplinariamente de conformidad con lo 
establecido en la ley. 
 
La exigencia de responsabilidad no amparará los atentados contra la independencia 
judicial que pretendan encubrirse bajo su formal cobertura. 
 
Artículo 20. Órgano y procedimiento para la exigencia de responsabilidad 
 
La responsabilidad disciplinaria de los jueces será competencia de los órganos del 
Poder Judicial legalmente establecidos, mediante procedimientos que garanticen el 
respeto del debido proceso y, en particular, el de los derechos de audiencia, defensa, 
contradicción y recursos legales que correspondan. 
 
Artículo 21. Sistema de supervisión judicial 
 
Los sistemas de supervisión judicial han de entenderse como un medio para verificar 
el buen funcionamiento de los órganos judiciales y procurar el apoyo a la mejora de 
la gestión de los jueces. 
 
Artículo 22. Evaluación del desempeño 
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En garantía de la eficiencia y calidad del servicio público de justicia, puede 
establecerse un sistema de evaluación del rendimiento y comportamiento técnico 
profesional de los jueces. 
 
Artículo 23. Consecuencias de la evaluación negativa del desempeño 
 
El desempeño inadecuado o deficiente en el ejercicio de la función jurisdiccional, 
debidamente acreditado mediante procedimiento legal y reglamentariamente 
establecido que prevea la audiencia del juez, puede conllevar la aplicación de otras 
medidas correctivas o disciplinarias. 
 
 
CAPACITACIÓN 
 
Artículo 24. Capacitación inicial 
 
La capacitación inicial tiene por objetivos la selección de los candidatos más aptos 
para el desempeño de la función judicial en una sociedad democrática, a través de 
mecanismos que permitan comprobar las condiciones que debe reunir todo aspirante 
a la judicatura y la formación de éste en los conocimientos y las destrezas propias de 
su función, con una orientación teórico-práctica que incluya, en la medida de lo 
posible, un período de pasantías en órganos jurisdiccionales. 
 
Artículo 25. Centros de capacitación 
 
Las Escuelas Judiciales, sea cual sea la denominación que en cada país reciban, deben 
asumir la responsabilidad de la formación inicial de los jueces y, en su caso, de los 
que pertenecen a la carrera judicial siguiendo las indicaciones, en su caso, del órgano 
superior de gobierno judicial, en cuanto a los propósitos que deben perseguirse con 
esa formación, diseñando, planificando y ejecutando los programas educativos y 
valorando sus resultados. 
 
Artículo 26. Costos de la capacitación inicial 
 
Los costos de la formación inicial deben ser asumidos por el Poder Judicial, con 
colaboración, en su caso, de instituciones públicas y privadas procurando, también, si 
sus posibilidades económicas lo permiten, facilitar fórmulas de apoyo financiero a los 
aspirantes a jueces. 
 
Artículo 27. Naturaleza y costos de la capacitación continuada 
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La formación continuada o capacitación en servicio constituye un derecho y un deber 
del juez y una responsabilidad del Poder Judicial, que deberá facilitarla en régimen 
de gratuidad. 
 
Artículo 28. Voluntariedad de la capacitación continuada 
 
La capacitación continuada puede ser concebida como obligatoria o como voluntaria 
para el juez, pero habrá de revestir carácter obligatorio en casos de ascenso, traslado 
que implique cambio de jurisdicción, reformas legales importantes y otras 
circunstancias especialmente calificadas. 
 
Artículo 29. Órgano que tiene encomendada la capacitación continuada 
 
La formación continuada o capacitación en servicio debe ofrecerse a jueces y 
magistrados a través de las Escuelas Judiciales, sin perjuicio de que éstas recurran a la 
colaboración de otras instituciones, públicas o privadas, cuando fuere necesario. 
 
Artículo 30. Evaluación en la capacitación 
 
La evaluación de los aspirantes que realicen procesos o sistemas de formación inicial 
se realizará atendiendo a criterios objetivos, para determinar la posibilidad o 
imposibilidad del ingreso a la función. 
 
La evaluación de la formación continuada, incorporada al expediente personal del 
juez, puede constituir un elemento de valoración del desempeño judicial y un criterio 
de decisión para la promoción y ascenso de los jueces. 
 
Artículo 31. Participación judicial en la programación de la capacitación 
 
En la definición de políticas de formación judicial, los órganos competentes deberán 
tomar en cuenta la opinión de los jueces. 
 
 
RETRIBUCIÓN, SEGURIDAD SOCIAL Y MEDIOS MATERIALES 
 
Artículo 32. Remuneración 
 
Los jueces deben recibir una remuneración suficiente, irreductible y acorde con la 
importancia de la función que desempeñan y con las exigencias y responsabilidades 
que conlleva. 
 
Artículo 33. Seguridad social 
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El Estado debe ofrecer a los jueces su acceso a un sistema de seguridad social, 
garantizando que recibirán, al concluir sus años de servicio por jubilación, 
enfermedad u otras contingencias legalmente previstas o en caso de daños 
personales, familiares o patrimoniales derivados del ejercicio del cargo, una pensión 
digna o una indemnización adecuada. 
 
Es recomendable, en la medida en que las posibilidades económicas lo permitan, la 
previsión de un sistema de seguridad para los jueces que incluya un seguro de 
riesgos múltiples. 
 
Artículo 34. Recursos humanos, medios materiales y apoyos técnicos 
 
Los jueces deberán contar con los recursos humanos, medios materiales y apoyos 
técnicos necesarios para el adecuado desempeño de su función. 
 
El criterio de los jueces debe ser tomado en consideración en las decisiones que se 
adopten sobre el particular, para lo que debe oírse su opinión. 
 
En particular, los jueces deben tener fácil acceso a la legislación y a la jurisprudencia y 
disponer de los demás recursos necesarios para la rápida y motivada resolución de 
litigios y causas. 
 
Artículo 35. Seguridad personal y familiar 
 
En garantía de la independencia e imparcialidad que han de presidir el ejercicio de la 
función judicial, el Estado proporcionará los medios necesarios para la seguridad 
personal y familiar de los jueces en función de las circunstancias de riesgo a que se 
vean sometidos. 
 
 
DERECHO DE ASOCIACIÓN PROFESIONAL 
 
Artículo 36. Derecho de asociación de los jueces 
 
La imparcialidad es compatible con el reconocimiento de la libertad de asociación de 
los jueces salvo las excepciones que establezca la Constitución o legislación de cada 
país. 
 
 
ÉTICA JUDICIAL 
 
Artículo 37. Servicio y respeto a las partes 
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En el contexto de un Estado constitucional y democrático de Derecho y en el ejercicio 
de su función jurisdiccional, los jueces tienen el deber de trascender el ámbito de 
ejercicio de dicha función, procurando que la justicia se imparta en condiciones de 
eficiencia, calidad, accesibilidad y transparencia, con respeto a la dignidad de la 
persona que acude en demanda del servicio. 
 
Artículo 38. Obligación de independencia 
 
El juez está obligado a mantener y defender su independencia en el ejercicio de la 
función jurisdiccional. 
 
Artículo 39. Debido proceso 
 
Los jueces tiene el deber de cumplir y hacer cumplir el principio del debido proceso, 
constituyéndose en garantes de los derechos de las partes y, en particular, velando 
por dispensarles un trato igual que evite cualquier desequilibrio motivado por la 
diferencia de condiciones materiales entre ellas y, en general, toda situación de 
indefensión. 
 
Artículo 40. Limitaciones en la averiguación de la verdad 
 
Los jueces habrán de servirse tan sólo de los medios legítimos que el ordenamiento 
pone a su alcance en la persecución de la verdad de los hechos en los casos de que 
conozcan. 
 
Artículo 41. Motivación  
 
Los jueces tienen la inexcusable obligación, en garantía de la legitimidad de su 
función y de los derechos de las partes, de motivar debidamente las resoluciones que 
dicten. 
 
Artículo 42. Resolución en plazo razonable 
 
Los jueces deben procurar que los procesos a su cargo se resuelvan en un plazo 
razonable. Evitarán o, en todo caso, sancionarán las actividades dilatorias o de otro 
modo contrarias a la buena fe procesal de las partes. 
 
Artículo 43. Principio de equidad 
 
En la resolución de los conflictos que lleguen a su conocimiento, los jueces, sin 
menoscabo del estricto respeto a la legalidad vigente y teniendo siempre presente el 
trasfondo humano de dichos conflictos, procurarán atemperar con criterios de 
equidad las consecuencias personales, familiares o sociales desfavorables. 
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Artículo 44. Secreto profesional 
 
Los jueces tienen obligación de guardar absoluta reserva y secreto profesional en 
relación con las causas en trámite y con los hechos o datos conocidos en el ejercicio de 
su función o con ocasión de ésta. 
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III.- LOS PRINCIPIOS DE BANGALORE SOBRE LA CONDUCTA JUDICIAL 
(2002)3 
 

 

Anexo al informe presentado por el Relator Especial sobre la 

independencia de los magistrados y abogados, Sr. Param 

Cumaraswamy, de conformidad con la resolución 2002/43 de la 

Comisión de Derechos Humanos 

 
LOS PRINCIPIOS DE BANGALORE SOBRE LA CONDUCTA JUDICIAL 2002 
(El Borrador del Código de Bangalore sobre la Conducta Judicial de 2001,aprobado por el 
Grupo Judicial de Reforzamiento de la Integridad Judicial, tal y como fue revisado en la 
Reunión en Mesa Redonda de Presidentes de Tribunales Superiores celebrada en el Palacio de 
la Paz de La Haya, Países Bajos, el 25 y 26 de noviembre de 2002) 
 
Preámbulo 
CONSIDERANDO que la Declaración Universal de Derechos Humanos reconoce 
como fundamental el principio de que toda persona tiene derecho, en condiciones 
de plena igualdad, a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial, para la determinación de sus derechos y obligaciones o 
para el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal. 
CONSIDERANDO que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
garantiza que todas las personas son iguales ante los tribunales y que toda persona 
tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación 
de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la 
determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. 
CONSIDERANDO que los anteriores principios y derechos fundamentales están 
también reconocidos o reflejados en los instrumentos regionales sobre derechos 
humanos, en las constituciones, leyes y reglamentos nacionales y en las 
convenciones y tradiciones judiciales. 
CONSIDERANDO que la importancia que tiene para la protección de los derechos 
humanos una judicatura competente independiente e imparcial, adquiere mayor 
énfasis por el hecho de que la aplicación de todos los demás derechos depende en 
último término de la correcta administración de la justicia. 

                       
3
 Fuente: UN Doc. E/CN.4/2003/65 

http://www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/0/d5ea9c7cab03d7cdc

1256cd90052a66b/$FILE/G0310156.pdf 
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CONSIDERANDO que una judicatura competente, independiente e imparcial es 
igualmente esencial si los tribunales han de desempeñar su papel de defensores del 
constitucionalismo y del principio de legalidad. 
CONSIDERANDO que la confianza pública en el sistema judicial y en la autoridad 
moral y la integridad del poder judicial es de extrema importancia en una sociedad 
democrática moderna. 
CONSIDERANDO que es esencial que los jueces, tanto individualmente como de 
forma colectiva, respeten y honren las funciones jurisdiccionales como una 
encomienda pública y luchen para aumentar y mantener la confianza en el sistema 
judicial. 
CONSIDERANDO que la judicatura es la responsable en cada país de promover y 
mantener los altos estándares de la conducta judicial. 
CONSIDERANDO que los Principios Básicos relativos a la Independencia de la 
Judicatura están formulados para garantizar y promover la independencia de la 
judicatura y están dirigidos principalmente a los Estados. 
LOS SIGUIENTES PRINCIPIOS pretenden establecer estándares para la conducta 
ética de los jueces. Están formulados para servir de guía a los jueces y para 
proporcionar a la judicatura un marco que regule la conducta judicial. Asimismo, 
pretenden ayudar a que los miembros del ejecutivo y el legislativo, los abogados y 
el público en general puedan comprender y apoyar mejor a la judicatura. Estos 
principios presuponen que los jueces son responsables de su conducta frente a las 
instituciones correspondientes establecidas para mantener los estándares 
judiciales, que dichas instituciones son independientes e imparciales y que tienen 
como objetivo complementar y no derogar las normas legales y de conducta 
existentes que vinculan a los jueces.  
 
Valor 1:  
INDEPENDENCIA 

Principio: 
La independencia judicial es un requisito previo del principio de legalidad y una 
garantía fundamental de la existencia de un juicio justo. En consecuencia, un juez 
deberá defender y ejemplificar la independencia judicial tanto en sus aspectos 
individuales como institucionales.  
Aplicación: 
1.1 Un juez deberá ejercer su función judicial de forma independiente, partiendo de 
su valoración de los hechos y en virtud de una comprensión consciente de la ley, 
libre de cualquier influencia ajena, de instigaciones, presiones, amenazas o 
interferencias, sean directas o indirectas, provenientes de cualquier fuente o por 
cualquier razón. 
1.2 Un juez deberá ser independiente en relación con la sociedad en general y en 
relación con las partes particulares de una controversia que deba resolver como 
juez.  



 17 

1.3 Un juez no sólo estará libre de conexiones inapropiadas con los poderes 
ejecutivo y legislativo y de influencias inapropiadas por parte de los citados 
poderes, sino que también deberá tener apariencia de ser libre de las anteriores a 
los ojos de un observador razonable.  
1.4 Al cumplir sus obligaciones judiciales, un juez será independiente de sus 
compañeros de oficio con respecto a decisiones que esté obligado a tomar de forma 
independiente. 
1.5 Un juez deberá fomentar y mantener salvaguardas para el cumplimiento de sus 
obligaciones judiciales, con el fin de mantener y aumentar la independencia de la 
judicatura. 
1.6 Un juez exhibirá y promoverá altos estándares de conducta judicial, con el fin 
de reforzar la confianza del público en la judicatura, que es fundamental para 
mantener la independencia judicial.  
 
Valor 2:  
IMPARCIALIDAD 

Principio: 
La imparcialidad es esencial para el desempeño correcto de las funciones 
jurisdiccionales. La imparcialidad se refiere no sólo a la decisión en sí misma, sino 
también al proceso mediante el cual se toma esa decisión.  
Aplicación: 
2.1 Un juez deberá desempeñar sus tareas judiciales sin favoritismo, predisposición 
o prejuicio. 
2.2 Un juez garantizará que su conducta, tanto fuera como dentro de los tribunales, 
mantiene y aumenta la confianza del público, de la abogacía y de los litigantes en 
la imparcialidad del juez y de la judicatura. 
2.3 Un juez deberá, dentro de lo razonable, comportarse de forma que minimice las 
ocasiones en las cuales pueda ser necesario que el juez sea descalificado para 
conocer de, o decidir sobre asuntos. 
2.4 Cuando un proceso está sometido o pueda estar sometido a un juez, el juez no 
realizará intencionadamente ningún comentario que pueda esperarse 
razonablemente que afecte al resultado de tal proceso y que deteriore la 
imparcialidad manifiesta del proceso. El juez tampoco hará ningún comentario en 
público o de cualquier otra forma, que pueda afectar al juicio justo de una persona 
o asunto. 
2.5 Un juez se descalificará de participar en cualquier proceso en el que no pueda 
decidir el asunto en cuestión de forma imparcial o en el que pueda parecer a un 
observador razonable que el juez es incapaz de decidir el asunto imparcialmente. 
Los citados procesos incluirán, sin ánimo de exhaustividad, situaciones en las que 

2.5.1 El juez tenga realmente predisposición o prejuicios para con una parte 
o posea conocimientos personales sobre los hechos probatorios 
controvertidos relativos al proceso; 
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2.5.2 El juez haya actuado previamente como abogado o como testigo 
material en el asunto controvertido; 
2.5.3 El juez, o algún miembro de su familia, tenga un interés económico en 
el resultado del asunto sujeto a controversia. 

Lo anterior teniendo en cuenta que no será necesaria la descalificación de un juez si 
no puede constituirse otro tribunal para conocer del caso o cuando, por 
circunstancias urgentes, la no-participación del juez puede producir una denegación 
de justicia grave.  
 
Valor 3:  
INTEGRIDAD 

Principio: 
La integridad es esencial para el desempeño correcto de las funciones 
jurisdiccionales.  
Aplicación: 
3.1 Un juez deberá asegurarse de que su conducta está por encima de cualquier 
reproche a los ojos de un observador razonable. 
3.2 El comportamiento y la conducta de un juez deberán reafirmar la confianza del 
público en la integridad de la judicatura. No sólo debe impartirse justicia; también 
ha de verse cómo se imparte.  
 
Valor 4:  
CORRECCIÓN 

Principio: 
La corrección y la apariencia de corrección son esenciales para el desempeño de todas 
las actividades de un juez.  
Aplicación: 
4.1 Un juez evitará la incorrección y la apariencia de incorrección en todas sus 
actividades. 
4.2 Como objeto de un constante escrutinio público, un juez deberá aceptar 
restricciones personales que puedan ser consideradas una carga para los 
ciudadanos ordinarios y lo deberá hacer libremente y de forma voluntaria. 
Particularmente, un juez se comportará de forma consecuente con la dignidad de 
las funciones jurisdiccionales. 
4.3 Un juez, en sus relaciones personales con miembros individuales de la abogacía 
que practiquen su trabajo regularmente en su sala de audiencias, evitará 
situaciones que puedan levantar sospechas razonables o tener apariencia de 
favoritismo o parcialidad.  
4.4 Un juez no participará en la resolución de un caso en el que un miembro de su 
familia represente a un litigante o esté asociado de cualquier forma con el caso. 
4.5 Un juez evitará que utilice su residencia un miembro de la abogacía, para 
recibir clientes u otros miembros de la abogacía. 
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4.6 Un juez, como cualquier otro ciudadano, tiene derecho a la libertad de 
expresión y de creencias, derecho de asociación y de reunión pero, cuando ejerza 
los citados derechos y libertades, se comportará siempre de forma que preserve la 
dignidad de las funciones jurisdiccionales y la imparcialidad e independencia de la 
judicatura.  
4.7 Un juez deberá informarse sobre sus intereses personales y fiduciario-
financieros y hará esfuerzos razonables para informarse sobre los intereses 
financieros de los miembros de su familia.  
4.8 Un juez no permitirá que su familia, sus relaciones sociales o de otro tipo 
influyan incorrectamente en la conducta judicial del juez y en su criterio como juez. 
4.9 Un juez no utilizará o prestará el prestigio de las funciones jurisdiccionales para 
ayudar a sus intereses privados, a los de un miembro de su familia o a los de 
cualquier otra persona; asimismo, un juez tampoco dará ni permitirá a otros que 
den la impresión de que nadie está en situación de influir en el juez de forma 
incorrecta cuando desempeña sus obligaciones judiciales. 
4.10 La información confidencial obtenida por un juez en el ejercicio de sus 
competencias judiciales no será utilizada o revelada por el juez para ningún otro 
propósito no relacionado con el ejercicio de sus competencias judiciales. 
4.11 Sujeto al desempeño correcto de sus obligaciones judiciales, un juez podrá:  

4.11.1 Escribir, dar conferencias, enseñar y participar en actividades 
relacionadas con la ley, el sistema legal, la administración de justicia y 
asuntos conexos; 
4.11.2 Aparecer en una audiencia pública de un cuerpo oficial encargado de 
asuntos relacionados con la ley, el sistema legal, la administración de justicia 
o asuntos conexos; y 
4.11.3 Servir como miembro de cualquier cuerpo oficial, o de otras 
comisiones, comités o cuerpos asesores, si tal condición de miembro no es 
inconsecuente con la imparcialidad percibida y con la neutralidad política 
de un juez; o  
4.11.4 Participar en otras actividades si las citadas actividades no desvirtúan 
la dignidad de las funciones jurisdiccionales o interfieren de cualquier otra 
forma en el desempeño de las obligaciones judiciales. 

4.12 Un juez no ejercerá la abogacía mientras desempeñe funciones 
jurisdiccionales. 
4.13 Un juez podrá formar o unirse a asociaciones de jueces o participar en otras 
organizaciones que representen los intereses de los jueces. 
4.14 Un juez y los miembros de su familia no pedirán ni aceptarán ningún regalo, 
legado, préstamo o favor en relación con cualquier cosa que el juez haya hecho o 
deba hacer o omitir con respecto al desempeño de las obligaciones judiciales. 
4.15 Un juez no permitirá intencionadamente al personal de los tribunales o a otras 
personas sobre las cuales el juez pueda tener influencia, dirección o autoridad, que 
pidan o acepten ningún regalo, legado, préstamo o favor en relación con cualquier 
cosa hecha, por hacer o por omitir en relación con sus obligaciones o tareas.  
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4.16 De acuerdo con la ley y con todos los requisitos legales sobre revelación 
pública, un juez podrá recibir un pequeño regalo, premio o beneficio simbólicos 
que sean apropiados para la ocasión en que se hayan hecho, siempre no pueda 
percibirse de forma razonable que tal regalo, premio o beneficio se entrega para 
pretender influir en el juez durante el desempeño de sus obligaciones judiciales o 
que pueda tener de cualquier otra forma una apariencia de parcialidad. 
 
Valor 5:  
IGUALDAD  

Principio: 
Garantizar la igualdad de tratamiento de todos ante un tribunal es esencial para 
desempeñar debidamente las funciones jurisdiccionales.  
Aplicación: 
5.1 Un juez se esforzará para ser consciente de, y para entender la diversidad de la 
sociedad y las diferencias provenientes de varias fuentes, incluidas sin ánimo de 
exhaustividad, la raza, el color, el sexo, la religión, el origen nacional, la casta, las 
minusvalías, la edad, el estado civil, la orientación sexual, el nivel social y 
económico y otras causas similares ("motivos irrelevantes"). 
5.2 Durante el desempeño de sus obligaciones judiciales, un juez no manifestará 
predisposición o prejuicios hacia ninguna persona o grupo por motivos 
irrelevantes. 
5.3 Un juez cumplirá sus obligaciones judiciales con la apropiada consideración 
para todas las personas, como por ejemplo, las partes, los testigos, los abogados, el 
personal del tribunal y los otros jueces, sin diferenciación por ningún motivo 
irrelevante y sin que afecte al correcto cumplimiento de las citadas obligaciones. 
5.4 Un juez no permitirá intencionadamente al personal de los tribunales o a otras 
personas sobre las cuales el juez pueda tener influencia, dirección o control, que 
hagan diferencias entre las personas implicadas en un asunto sometido a la 
decisión del juez, basándose en motivos irrelevantes. 
5.5 Un juez pedirá a los abogados que actúan en procesos judiciales que se 
abstengan de manifestar, mediante palabras o conducta, predisposición o 
prejuicios basados en motivos irrelevantes, excepto cuando sean legalmente 
relevantes para un asunto procesal y puedan ser objeto del ejercicio legítimo de la 
abogacía. 
 
Valor 6:  
COMPETENCIA Y DILIGENCIA 

Principio: 
La competencia y la diligencia son requisitos previos para desempeñar debidamente 
las funciones jurisdiccionales.  
Aplicación: 
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6.1 Las obligaciones judiciales de un juez primarán sobre todas sus demás 
actividades. 
6.2 Un juez dedicará su actividad profesional a las obligaciones judiciales, que no 
sólo incluyen el desempeño de obligaciones judiciales en el tribunal y la 
pronunciación de resoluciones, sino también otras tareas relevantes para las 
funciones jurisdiccionales o las operaciones de los tribunales.  
6.3 Un juez dará los pasos razonables para mantener y aumentar sus 
conocimientos, habilidades y cualidades personales necesarias para el correcto 
desempeño de las obligaciones judiciales, aprovechando para ese fin los cursos y 
facilidades que puedan estar a disposición de los jueces, bajo control judicial. 
6.4 Un juez se mantendrá informado sobre los cambios relevantes en el derecho 
internacional, incluidos los convenios internacionales y los otros instrumentos que 
establezcan normas de derechos humanos. 
6.5 Un juez desempeñará todas sus obligaciones judiciales, incluida la emisión de 
decisiones reservadas, de forma eficaz, justa y con una rapidez razonable. 
6.6 Un juez mantendrá el orden y el decoro en todos los procesos en que participe 
y será paciente, digno y cortés con los litigantes, los jurados, los testigos, los 
abogados y las otras personas con que trate en su capacidad oficial. El juez exigirá 
una conducta similar de los representantes legales, del personal del tribunal y de 
las otras personas sujetas a la influencia, la dirección o el control del juez. 
6.7 Un juez no exhibirá conductas incompatibles con el desempeño diligente de las 
obligaciones judiciales. 
 

APLICACIÓN 

Debido a la naturaleza de las funciones jurisdiccionales, las judicaturas nacionales 
adoptarán medidas efectivas para proporcionar mecanismos de aplicación de estos 
principios, si es que los citados mecanismos todavía no existen en sus 
jurisdicciones.  
 

DEFINICIONES 

En esta declaración de principios y a menos que el contexto permita o exija algo 
distinto, se atribuirán los siguientes significados a los términos utilizados: 
"Personal de los tribunales" incluye los empleados personales del juez, y entre ellos 
los asistentes judiciales del tribunal. 
"Juez" significa toda persona que ejerce el poder judicial, sea designado con el 
nombre que fuere. 
"Familia del juez" incluye el cónyuge del juez, sus hijos, hijas, yernos, nueras y 
cualquier otro pariente cercano o persona que sea compañero o empleado del juez 
y que viva en la unidad familiar del juez.  
"Cónyuge del juez" incluye una pareja privada del juez o cualquier otra persona de 
cualquier sexo que tenga una relación personal íntima con el juez.  



 22 

 
Nota explicatoria 
1. En su primera reunión celebrada en Viena en abril de 2000, a invitación del 
Centro de Prevención del Delito Internacional de las Naciones Unidas, y 
conjuntamente con el Décimo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención 
del Delito y Tratamiento del Delincuente, el Grupo Judicial de Reforzamiento de la 
Integridad Judicial (que comprende a Latifur Rahman, Presidente de Tribunal 
Supremo de Bangladesh; Bhaskar Rao, el Presidente de Tribunal Supremo del 
Estado de Karnataka en la India; el Juez Govind Bahadur Shrestha de Nepal; 
Uwais, Presidente de Tribunal Supremo de Nigeria; Langa, Vicepresidente 
suplente de la Corte Constitucional (Constitutional Court) de Suráfrica; Nyalali, 
Presidente de Tribunal de Tanzania; y el Juez Odoki de Uganda, reunidos bajo la 
presidencia del Juez Christopher Weeramantry, Vicepresidente de la Corte 
Internacional de Justicia, con el Juez Michael Kirby de la Corte Suprema de (High 
Court of) Australia como ponente, y con la participación de Dato' Param 
Cumaraswamy, Ponente especial de la ONU sobre la Independencia de los Jueces 
y Abogados) reconoció la necesidad de un código que sirviera de referente para 
medir la conducta de los jueces. Consiguientemente, el Grupo Judicial solicitó que 
se analizaran los códigos de conducta judicial adoptados en algunas jurisdicciones 
y que el Coordinador del Programa de Integridad Judicial, el dr Nihal 
Jayawickrama, preparara un informe sobre: (a) las consideraciones clave que 
aparecen reiteradamente en los citados códigos; y (b) las consideraciones 
opcionales o adicionales que aparecen en algunos de los códigos, pero no en todos, 
y que pueden o pueden no ser apropiadas para su adopción en países particulares.  
2. En la preparación de un borrador de código de conducta judicial de acuerdo con 
las directrices mencionadas anteriormente, se hizo referencia a determinados 
códigos y a instrumentos internacionales existentes, incluyendo en particular los 
siguientes: 
(a) El Código de Conducta Judicial adoptado por la Cámara de Delegados de la 
Asociación Americana de la Abogacía (American Bar Association), agosto de 1972. 
(b) La Declaración de Principios de Independencia Judicial emitida por los 
Presidentes de los Tribunales Superiores de los Estados y Territorios Australianos 
(Chief Justices of the Australian States and Territories), abril de 1997. 
(c) El Código de Conducta para los Jueces de la Corte Suprema de Bangladesh, 
prescrito por el Consejo Supremo Judicial en ejercicio del poder atribuido en el 
artículo 96(4)(a) de la Constitución de la República Popular de Bangladesh, mayo 
de 2000. 
(d) Los Principios Éticos para Jueces, redactados con la colaboración de la 
Conferencia de Jueces Canadienses y ratificados por el Consejo Judicial 
Canadiense (Canadian Judicial Council), de 1998. 
(e) La Carta Europea sobre el Estatuto del Juez, Consejo de Europa, julio de 1998. 
(f) El Código de Conducta Judicial de Idaho de 1976. 



 23 

(g) Restablecimiento de Valores de la Vida Judicial, adoptado por la Conferencia 
de los Presidentes de Tribunales Superiores de la India, 1999. 
(h) El Código de Conducta Judicial de Iowa. 
(i) El Código de Conducta de los Funcionarios Judiciales de Kenia, julio de 1999. 
(j) El Código de Ética de los Jueces de Malasia, prescrito por Yang di-Pertuan 
Agong a recomendación del Presidente de Tribunal Supremo, del Presidente de la 
Corte de Apelación y del Presidente de los Jueces de las Cortes Supremas, en 
ejercicio del poder concedido en el artículo 125(3A) de la Constitución Federal de 
Malasia, 1994. 
(k) El Código de Conducta para Magistrados en Namibia. 
(l) Las Reglas Reguladoras de la Conducta Judicial, Estado de Nueva York, USA. 
(m) El Código de Conducta para los Funcionarios Judiciales de la República 
Federal de Nigeria. 
(n) El Código de Conducta a observar por Jueces de la Corte Suprema y de las 
Cortes Superiores de Pakistán. 
(o) El Código de Conducta Judicial de las Filipinas, septiembre de 1989. 
(p) Los Cánones de Ética Judicial de las Filipinas, propuestos por la Asociación 
Filipina de la Abogacía, aprobados por los Jueces de Primera Instancia de Manila, y 
adoptados para la orientación y el cumplimiento por parte de los jueces, bajo la 
supervisión administrativa de la Corte Suprema, incluidos los jueces municipales y 
urbanos.  
(q) Declaración de Yandina: Principios de Independencia de la Judicatura en las 
Islas Salomón, noviembre de 2000. 
(r) Directrices para los Jueces de Suráfrica, emitidas por el Presidente del Tribunal 
Supremo, el Presidente de la Corte Constitucional (Constitutional Court), y los 
Presidentes de las Cortes Superiores (High Courts), de la Corte de Apelación 
Laboral (Labour Appeal Court) y de la Corte de Reclamaciones de Suelo (Land 
Claims Court), marzo de 2000.  
(s) Código de Conducta para Funcionarios Judiciales de Tanzania, adoptado por la 
Conferencia de Jueces y Magistrados, 1984. 
(t) El Código de Conducta Judicial de Texas. 
(u) El Código de Conducta para Jueces, Magistrados y otros Funcionarios 
Judiciales de Uganda, adoptado por los Jueces de la Corte Suprema y de la Corte 
Superior, julio 1989. 
(v) El Código de Conducta de la Conferencia Judicial de los Estados Unidos.  
(w) Los Cánones de Conducta Judicial para la Comunidad de Virginia, adoptados 
y promulgados por la Corte Suprema de (Supreme Court of ) Virginia, 1998. 
(x) El Código de Conducta Judicial adoptado por la Corte Suprema (Supreme 
Court) del Estado de Washington, USA, octubre de 1995. 
(y) Decreto (sobre el Código de Conducta) Judicial, aprobado por el Parlamento de 
Zambia, diciembre de 1999. 
(z) Borrador de Principios de Independencia de la Judicatura ("Principios de 
Siracusa"), preparado por un comité de expertos convocado por la Asociación 
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Internacional de Derecho Penal, la Comisión Internacional de Juristas y el Centro 
para la Independencia de Jueces y Abogados, 1981. 
(aa) Estándares Mínimos de Independencia Judicial adoptados por la Asociación 
Internacional de la Abogacía, 1982. 
(bb) Principios Básicos de las Naciones Unidas sobre la Independencia de la 
Judicatura, ratificados por la Asamblea General de la ONU, 1985. 
(cc) Borrador de la Declaración Universal de la Independencia de la Justicia 
("Declaración de Singhvi"), preparado por el señor L.V. Singhvi, Ponente Especial 
de la ONU sobre el Estudio de la Independencia de la Judicatura, 1989. 
(dd) La Declaración de Pekín sobre los Principios de la Independencia de la 
Judicatura en la Región de Lawasia, adoptada por la Sexta Conferencia de 
Presidentes de Tribunales, agosto de 1997. 
(ee) Las Directrices Internas de Latimer para el Commonwealth sobre las buenas 
prácticas que regulan las relaciones entre el Ejecutivo, el Parlamento y la Judicatura 
en el fomento del buen gobierno, el estado de derecho y los derechos humanos, 
para garantizar la aplicación efectiva de los Principios de Harare, 1998. 
(ff) El Marco Político para Prevenir y Eliminar la Corrupción y Garantizar la 
Imparcialidad del Sistema Judicial, adoptado por el grupo de expertos convocado 
por el Centro para la Independencia de los Jueces y Abogados, febrero de 2000. 
En su segunda reunión celebrada en Bangalore en febrero de 2001, el Grupo 
Judicial (que comprendía a Mainur Reza Chowdhury, Presidente de Tribunal 
Supremo de Bangladesh; a la Juez Claire L'Heureux Dube de Canadá; Reddi, 
Presidente de Tribunal Supremo del Estado de Karnataka en la India; Upadhyay, 
Presidente de Tribunal Supremo de Nepal; Uwais, Presidente del Tribunal 
Supremo de Nigeria; Langa, Vicepresidente Suplente del Tribunal Supremo de 
Suráfrica: Silva, Presidente del Tribunal Supremo de Sri Lanka; Samatta, 
Presidente del Tribunal Supremo de Tanzania; y Odoki, Presidente del Tribunal 
Supremo de Uganda, reunidos bajo la presidencia del Juez Weeramantry, con el 
Juez Kirby como ponente y con la participación del Ponente Especial de la ONU y 
Juez Bhagwati, Presidente del Comité de Derechos Humanos de la ONU, 
representando al Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos), con 
el fin de examinar el borrador sometido a su consideración, identificó los valores 
claves, formuló los principios relevantes y aprobó el Borrador del Código de 
Bangalore sobre la Conducta Judicial. No obstante, el Grupo Judicial reconoció que 
como el borrador había sido creado por jueces principalmente de países de derecho 
consuetudinario, era esencial que fuera examinado por jueces de otras tradiciones 
legales, para hacer posible que pudiera asumir la categoría de un código de 
conducta judicial de validez internacional.  
El Borrador de Bangalore fue ampliamente distribuido entre jueces de países con 
sistemas de derecho consuetudinario y de derecho civil y fue discutido en varias 
conferencias judiciales. En junio de 2002, fue revisado por el Grupo de Trabajo del 
Consejo Consultivo de los Jueces del Consejo de Europa (CCJE-GT), que 
comprende a Reissner, Vicepresidente de la Asociación de Jueces Austriacos; Juez 
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Fremr de la Corte Suprema de la República Checa; Lacabarats, Presidente de la 
Corte de Apelación (Cour d'Appel) de París en Francia; Juez Mallmann de la Corte 
Federal Administrativa de Alemania; Magistrado Sabato de Italia; Juez Virgilijus 
de la Corte Lituana de Apelación; al Primer Consejero (Premier Conseiller) 
Wiwinius, de la Corte de Apelación (Cour d'Appel) de Luxemburgo; Juez 
Consejero Afonso de la Corte de Apelación de Portugal; Juez Ogrizek de la Corte 
Suprema de Eslovenia; Hirschfeldt, Presidente de la Corte de Apelación de Svea, 
Suecia; y al Lord Juez (Lord Justice) Mance del Reino Unido. A iniciativa de la 
Asociación Americana de la Abogacía, el Borrador de Bangalore se tradujo en los 
idiomas nacionales y fue revisado por jueces de los países de Europa Central y 
Oriental; en particular, por jueces de Bosnia-Hercegovina, Bulgaria, Croacia, 
Kósovo, Rumanía, Servia y Eslovaquia. 
El Borrador de Bangalore fue revisado teniendo en cuenta los comentarios 
recibidos del CCJE-GT y de los mencionados anteriormente; la Opinión número 1 
(2001) del CCJE sobre los estándares relativos a la independencia de la judicatura; 
el borrador de Opinión del CCJE sobre los principios y reglas que gobiernan la 
conducta profesional de los jueces, en particular la ética, la conducta incompatible 
y la imparcialidad; y, por lo que se refiere a códigos más recientes de conducta 
judicial, se tuvieron en cuenta la Guía de Conducta Judicial publicada por el 
Consejo de Presidentes de Tribunales de Australia en junio de 2002, las Reglas de 
Conducta Modelo para Jueces de los Estados Bálticos, el Código de Ética Judicial 
para los Jueces de la República Popular de China y el Código de Ética Judicial de la 
Asociación de Jueces de Macedonia. 
El Borrador de Bangalore revisado fue sometido a una Reunión en Mesa Redonda 
de Presidentes de Tribunales (o sus representantes) del sistema de derecho civil, 
celebrada en el Palacio de la Paz de La Haya, Países Bajos, en noviembre de 2002, 
bajo la presidencia del Juez Weeramantry. Los participantes fueron el Juez 
Vladimir de Freitas de la Corte Federal de Apelación de Brasil; Iva Brozova, 
Presidente del Tribunal Supremo de la República Checa; Mohammad Fathy 
Naguib Presidente de la Corte Suprema Constitutional de Egipto; Christine 
Chanet, Consejera de la Corte de Casación (Cour de Cassation) de Francia; Genaro 
David Gongora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
de México; Mario Mangaze, Presidente de la Corte Suprema de Mozambique; Pim 
Haak, Presidente del Tribunal Supremo (Hoge Raad) de los Países Bajos; Juez 
Trond Dolva de la Corte Suprema de Noruega; y Hilario Davide, Presidente de la 
Corte Suprema de Filipinas. También participaron en una sesión los siguientes 
jueces de la Corte Internacional de Justicia: Juez Ranjeva (Madagascar), Juez 
Herczegh (Hungría), Juez Fleischhauer (Alemania), Juez Koroma (Sierra Leona), 
Juez Higgins (Reino Unido), Juez Rezek (Brasil), Juez Elaraby (Egipto), y Juez Ad-
Hoc Frank (EE.UU.). Asistió el Ponente Especial de la ONU. El producto de esa 
reunión fueron los "Principios de Bangalore sobre la Conducta Judicial".  


